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que dejar a los sujetos «libertad» para elegir la Ley estatal que desean que 
rija los nombres y apellidos de los dobles nacionales comunitarios. Con 
ello se llega a una solución que ya había sido postulada por parte de la 
doctrina moderna en un sentido favorable a la denominada «autonomía 
del la voluntad conflictual», por virtud de la cual se reconoce a los intere-
sados plurinacionales, o a sus representantes legales, el derecho de elegir 
libremente cualquiera de las leyes nacionales concurrentes como fuero 
electivo, sin necesidad siquiera de que la ley elegida coincida con la nacio-
nalidad más efectiva (de hecho en el caso García Avello la elegida es la 
nacionalidad no coincidente con la residencia habitual).

Todo lo anterior no implica, sin embargo, a juicio de este Centro Direc-
tivo, que la jurisprudencia registral antes citada se haya visto afectada por 
la sentencia del Tribunal de Justicia, ya que, a diferencia del Derecho 
belga que impidió el cambio de apellidos solicitado de «García Avello» a 
«García Weber», este cambio en España sí hubiese sido posible al perte-
necer ambos apellidos legítimamente al hijo del matrimonio interesado. 
En efecto, frente a la negativa de las autoridades belgas a acceder a la 
modificación de los apellidos solicitados, en España cuando el interesado 
está inscrito en otro Registro Civil extranjero de su nacimiento con otros 
apellidos, se admite que este hecho, que afecta al estado civil de un espa-
ñol según una ley extranjera, pueda ser objeto de anotación registral 
conforme al artículo 38-3.º de la Ley del Registro Civil. Esta anotación 
sirve para poner en relación el contenido de los Registros español y 
extranjero y para disipar dudas en cuanto a la identidad del interesado, 
máxime si como resultado de esta anotación se expide a los interesados 
el certificado plurilingüe de diversidad de apellidos previsto en el Conve-
nio n.º 21 de la C.I.E.C. hecho en La Haya en 1982.

Igualmente, queda a salvo la posibilidad, y este aspecto es fundamen-
tal, de que los interesados promuevan el oportuno expediente de cambio 
de apellidos de la competencia del Ministerio de Justicia. Con ello se sal-
van los inconvenientes a los que la rigidez del sistema belga conduce y 
que la citada Sentencia del TJCE comentada pretende evitar. Todo ello sin 
perjuicio de la necesidad de interpretar las normas que rigen los expe-
dientes registrales de cambio de apellidos en España (arts. 57 y siguientes 
de la Ley del Registro Civil) en forma tal que en ningún caso cabrá dene-
gar el cambio pretendido cuando ello se oponga a la doctrina sentada por 
la citada sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea.

De hecho, ésta es la interpretación oficial de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado expuesta en contestación de 22 de abril de 
2004 a la consulta formulada por la Dirección General de Política Legisla-
tiva y Cooperación Jurídica Internacional del propio Ministerio de Justi-
cia, y que de hecho ya ha generado una nueva práctica administrativa por 
la que se vienen concediendo sin dificultad alguna la autorización para la 
modificación de los apellidos en los casos citados de binacionalidad 
(siempre que se trate de personas con ciudadanía de la Unión Europea), 
en aplicación de los citados criterios, habiéndose resuelto a fecha de hoy 
diversos expedientes de cambios de apellidos de niños que ostentan la 
doble nacionalidad española y portuguesa.

X. En este contexto se ha de centrar el concreto tema de debate del 
presente recurso que gira en torno a la concreta interpretación y alcance 
del artículo 194 del Reglamento del Registro Civil que al fijar la determi-
nación de los apellidos de los españoles establece que «el apellido 
materno es el primero de los personales de la madre». Se ha afirmado 
incorrectamente que el artículo 194 del Reglamento del Registro Civil 
constituye una norma de conflicto que excepciona lo dispuesto por el 
artículo 9 n.º 1 del Código civil al someter el estado civil de las personas a 
su ley personal y su trasunto registral en materia de apellidos localizado 
en el artículo 219 del Reglamento del Registro Civil que, de forma con-
gruente con el precepto citado del Código civil, prescribe que «El nombre 
y apellidos de un extranjero se rigen por su ley personal». Decimos que 
se ha afirmado tal cosa incorrectamente porque el artículo 194 del 
Reglamento registral es una norma de Derecho interno destinada a su 
aplicación exclusiva a personas de nacionalidad española, por lo que la 
determinación de que el primer apellido materno es el primero de los 
personales de la madre se ha de entender en relación con la composi-
ción de los apellidos del hijo español de madre extranjera, previsión que 
hace referencia a aquellos supuestos en que los apellidos de la madre, 
conforme a su ley personal, se hubieren perdido o alterado por razón de 
su matrimonio (cfr. art. 137.2 R.R.C.).

Por otra parte, la claridad del sentido de la norma incorporada al 
artículo 194 del Reglamento del Registro Civil, de la misma forma que no 
puede verse alterada por el hecho de que las normas por las que se rija 
conservación o alteración de los apellidos de la mujer por razón de matri-
monio sean diferentes a las españolas, tampoco puede verse afectada por la 
circunstancia de que las reglas legales relativas a la transmisión de los ape-
llidos conforme a la legislación extranjera de la nacionalidad de la madre 
puedan diferir de las españolas. Así lo indicó ya esta Dirección General 
para el primer caso mencionado en su Resolución de 31 de marzo de 1995, 
que considera obligatoria la consignación de los apellidos que, según las 
leyes españolas, resulten de la filiación determinada (art. 213, 1.ª, R.R.C.), y 
así lo hemos de confirmar ahora para el supuesto ahora contemplado en 

que la divergencia entre la norma foránea y la nacional se produce en sede 
de determinación de orden de transmisión de los respectivos apellidos 
paterno y materno.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, estimar el recurso y revocar la calificación recurrida.

Madrid, 30 de mayo de 2006.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado. Pilar Blanco-Morales Limones. 

 15194 RESOLUCIÓN de 31 de mayo de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto contra el auto dictado por Juez Encargado de 
Registro Civil, en el expediente sobre actuaciones sobre 
autorización para contraer matrimonio.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remi-
tido a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
interesados contra auto de la Juez Encargada del Registro Civil de V.

Hechos

1. Mediante escrito presentado ante el Registro Civil de V. el 16 de 
mayo de 2005, don A., nacido en 1971 en Argelia, de nacionalidad argelina, 
domiciliado en V. y doña C., nacida en 1987 en Francia, de nacionalidad 
francesa, domiciliada en Francia, iniciaban expediente en solicitud de 
autorización para contraer matrimonio civil. Adjuntaban los siguientes 
documentos: declaración jurada de estado civil, acta de nacimiento, certi-
ficado de soltería y documento de identidad, correspondiente a la intere-
sada, y declaración jurada de estado civil, pasaporte, certificado de empa-
dronamiento, certificado de no matrimonio y extracto de acta de 
nacimiento correspondiente al interesado.

2. Ratificados el promotor, el 23 de mayo de 2005 se celebró la 
audiencia reservada, manifestando que conoció a su novia en V. hace un 
año, en mayo o en junio, cuando ella se encontraba de vacaciones; que 
desde entonces ella ha venido cuatro o cinco veces, por vacaciones o 
fines de semana; que tiene cuatro hermanos y cuatro hermanas; que no 
trabaja, y se mantiene de la ayuda social. El 2 de septiembre de 2005 se 
ratificó la interesada en el Consulado General de España en B., y se cele-
bró la entrevista, en audiencia reservada, manifestando que conoció a su 
novio en B. durante el verano de 2003, y estuvieron viviendo juntos 
durante nueve meses; que desde que él se marchó a España, ha ido a visi-
tarle dos veces, y se hablan a diario por teléfono; que él no trabaja y se 
mantiene de la ayuda social; que él tiene ocho hermanos.

3. El Ministerio Fiscal se opuso a que se autorizara la celebración del 
matrimonio, ya que de las audiencias reservadas se destaca la existencia 
de datos contradictorios entre lo manifestado por los solicitantes, de lo 
que se concluía que no existía verdadero consentimiento matrimonial. La 
Juez Encargada dictó auto en fecha 17 de octubre de 2005, denegando la 
autorización del matrimonio, ya que de las audiencias reservadas practi-
cas, se revelaban contradicciones o desconocimientos de hechos básicos 
entre los contrayentes.

4. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, 
éstos interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado, solicitando que se autorice la celebración del matrimo-
nio, alegando que las contradicciones tiene como origen el que el intere-
sado está en situación irregular en España y no pudo decir que había 
salido del país por el miedo de perder el tiempo de estancia irregular en 
España con vistas a ganar el «arraigo». Se adjuntaba factura de hotel de 
la interesada en V.

5. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal 
que interesó que se desestimara el recurso, ratificándose en su anterior 
informe. El Juez Encargado del Registro Civil ordena la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, infor-
mando que estimaba que debía confirmarse la resolución.

Fundamentos de Derecho

I. Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamenta-
les; 23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 
1966 de derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la 
Unión Europea de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que debe-
rán adoptarse en materia de lucha contra los matrimonios fraudulen-
tos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 50, 73 y 
74 del Código civil; 386 de la Ley de Enjuiciamiento civil; 238, 245, 246 
y 247 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 
1995 y las Resoluciones de 2-1.ª y 4.ª y 8-1.ª de enero, 11-5.ª, 17-3.ª 26-5.ª 
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de febrero 3-1.ª, 3.ª y 4.ª y 11-3.ª de marzo, 5-5.ª y 14-4.ª de abril, 7-2.ª, 12-
1.ª y 26-1.ª de mayo, 4-1.ª y 2.ª y 18-2.ª de junio 5-2.ª y 23-3.ª de septiembre 
y 4-1.ª y 9-3.ª de octubre de 2003 y 2-4.ª de junio, 27-1.ª de octubre y 27-4.ª 
de diciembre de 2004 y 19-2.ª y 24-3.ª de enero de 2005.

II. Dentro de la tramitación del expediente previo a la celebración 
del matrimonio civil existe un trámite esencial e imprescindible (cfr. Ins-
trucción de 9 de Enero de 1995, norma 3.ª), como es la audiencia personal, 
reservada y por separado de cada contrayente, que debe efectuar el ins-
tructor, asistido del Secretario, para cerciorarse de la inexistencia del 
impedimento de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la cele-
bración (cfr. art. 246 R.R.C.).

III. La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiem-
pos en cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero 
propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con 
el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. 
Si, a través de este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la con-
vicción de que existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo 
por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1.º 
C.c.). No obstante, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas direc-
tas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, 
es decir, deducir de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante 
un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausen-
cia de consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 L.E.C.), a cuya 
finalidad presenta gran importancia práctica la cuidadosa realización de 
las audiencias reservadas antes mencionadas.

IV. Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonios celebrados 
en el extranjero por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el 
caso de que subsistiendo tal matrimonio, al menos uno de los cónyuge 
haya adquirido después la nacionalidad española, caso en el que el Regis-
tro Civil español pasa a ser competente sobrevenidamente para su ins-
cripción (cfr. art. 15 L. R. C.), la doctrina oficial de este Centro Directivo 
viene sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que se intente 
aplicar las normas españolas sobre ausencia de consentimiento matrimo-
nial, ya que no hay puntos de conexión que justifiquen tal aplicación, dado 
que la capacidad de los contrayentes, a la fecha de celebración del matri-
monio que es el momento en que ha de ser valorada se rige por su anterior 
ley personal (cfr. art. 9 n.º 1 C.c.), lo que justifica su inscripción registral. 
Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es que dicha doctrina 
requiere, y así se hace constar reiteradamente en las Resoluciones de esta 
Dirección General en la materia, que no existan dudas de que en el enlace 
se han cumplido los requisitos de forma y de fondo exigidos por la ley 
extranjera aplicable, requisitos en principio habrán sido apreciados favo-
rablemente por parte de los órganos registrales competentes extranjeros 
que primero autorizaron y después inscribieron el matrimonio.

V. La cuestión que ahora se plantea es si tal doctrina debe aplicarse 
también no ya para los supuestos de matrimonio celebrados en el extran-
jero y entre extranjeros, sino para el caso distinto de las autorizaciones 
que solicitan ciudadanos extranjeros para contraer matrimonio en 
España con otros ciudadanos extranjeros. En principio la regla sobre la 
ley aplicable a la capacidad y al consentimiento matrimonial, determi-
nada por el estatuto personal de los contrayentes, es la misma en uno y 
otro caso (cfr. art. 9 n.º 1 C.c), y así lo hemos de ratificar ahora ante al 
evidencia de que si bien nuestro Derecho positivo carece de norma de 
conflicto específica y autónoma respecto del «consentimiento matrimo-
nial», no debe escapar a la consideración del interprete que el citado 
consentimiento matrimonial, como elemento esencial en la celebración 
del matrimonio (cfr. art 45 C.c), es materia directamente vinculada al 
«estado civil» y en tanto que tal sujeta al mismo estatuto personal de los 
contrayentes.

VI. Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la 
ley extranjera que integra el citado estatuto personal de los contrayentes 
se haya de aplicar siempre y en todo caso, sino que en ejecución de la 
regla de excepción del orden público internacional –que actúa con mayor 
intensidad cuando d elo que se trata es de crear o constituir una nueva 
situación jurídica (en este caso un matrimonio todavía no celebrado) 
frente a los casos en los que lo que se valora es la posible aplicación de la 
ley extranjera a los efectos de una relación jurídica ya perfeccionada al 
amparo de dicha ley –deberá dejar de aplicarse la norma foránea cuando 
deba concluirse que tal aplicación pararía en la vulneración de principios 
esenciales, básicos e irrenunciables de nuestro Ordenamiento Jurídico. Y 
a este propósito no es vano recordar la doctrina de este Centro Directivo 
en el sentido que el consentimiento matrimonial real y libre es cuestión 
que por su carácter esencial en nuestro Derecho (cfr. art. 45 C.c) y en el 
Derecho Internacional Convencional y, en particular, el Convenio relativo 
al consentimiento para el matrimonio, hecho en Nueva York el 10 de 
diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), cuyo artículo primero 
exige para la validez del matrimonio el pleno y libre consentimiento de 
ambos contrayentes, debe ser considerado de orden público.

Es por ello que no cabe admitir ninguna intervención autorizatoria de 
un matrimonio por las autoridades del foro en que el enlace proyectado se 
pretenda celebrar bien contra la voluntad, bien sin el consentimiento real 
de los contrayentes, lo que debe conducir a rechazar la autorización del 
matrimonio en los supuesto de simulación, aún cuando los interesados 
estén sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede 
matrimonial una suerte de consentimiento abstracto, descausalizado o 
desconectado de toda relación con la finalidad institucional del matrimo-
nio (cfr. art. 12 n.º 3 C.c) facilitando con ello que esta institución sea utili-
zada como instrumento de un fraude de ley a las normas rectoras de la 
nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero con ser esto 
último importante, no es lo determinante para excepcionar la aplicación 
de la ley extranjera, sino el hecho de que un consentimiento simulado 
supone una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que la 
voluntad declarada no se corresponde con la interna, produciéndose en 
tales casos una discordancia consciente cuyo efecto es la nulidad abso-
luta «ipso iure» e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 C.c), 
y ello cualquiera que fuera la «causa simulationis», o propósito práctico 
prevenido «in casu», que actúa como agente de una ilicitud incompatible 
con la protección jurídica que de la que es propia del «ius nubendi» se 
desprende a favor de la verdadera voluntad matrimonial. Por ello, no cabe 
excusar la práctica de la audiencia reservada de los contrayentes (cfr. art. 
246 R.R.C), ni obviar la eventual consecuencia de la desestimación de la 
solicitud de autorización del matrimonio, y ello con el fin de impedir la 
celebración de un matrimonio claudicante, que nacería con la tacha de su 
nulidad de pleno derecho, según antes se indicó, si realmente se constata 
la existencia de una simulación del consentimiento, por lo que procede en 
todo caso contrastar este último extremo.

VII. En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para 
contraer matrimonio civil en España conforme a la legislación de nuestro 
país que cursan un argelino y una francesa. El auto dictado por el Encar-
gado del Registro Civil quien al omitir toda mención de las normas de 
Derecho Internacional Privado ha puesto en marcha el denominado 
«orden público internacional oculto» deniega la solicitud por estimar, 
como el Ministerio Fiscal, que no existe voluntad de contraer verdadero 
matrimonio, conclusión que se llega en base a los siguientes hechos: dis-
crepan en cuanto al lugar y fechas en que se conocieron, pues él afirma 
que ocurrió en V., sobre mayo o junio de 2004 al encontrarse ella de vaca-
ciones visitando la ciudad, ella manifiesta que fue en B. en el verano 
de 2003, viviendo juntos durante nueve meses; discrepan, igualmente, en 
cuanto a las veces que ella ha vuelto a V., declarando él que cuatro o cinco 
veces, ella dos veces. Este conjunto de hechos llevan a la conclusión de 
que el matrimonio que se pretende contraer persigue una finalidad dis-
tinta de la propia de esta institución.

Esta Dirección General ha acordado, de conformidad con la propuesta 
reglamentaria, desestimar el recurso interpuesto.

Madrid, 31 de mayo de 2006.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 15195 RESOLUCIÓN de 31 de mayo de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el notario de León, don José María Sán-
chez Llorente, contra la negativa del registrador de la 
propiedad número 2 de dicha capital a inscribir determi-
nadas escrituras de compraventa.

En el recurso interpuesto por el Notario de León, don José María Sán-
chez Llorente, contra la negativa del Registrador de la Propiedad, titular 
del Registro número 2, de dicha capital, don Eugenio Rodríguez Cepeda, 
a inscribir determinadas escrituras de compraventa.

Hechos

I

Por medio de escrituras autorizadas por el Notario de León, don José 
María Sánchez Llorente, los días 8, 12 y 13 de julio de 2005, bajo números 
de protocolo 1832 y 1834, las del primero de tales días, 1855 y 1877, la 
sociedad «Construcciones López Pérez, S. L.», representada por doña 
A.–I. L. C., vendió determinadas fincas urbanas.

En dichas escrituras se expresa que doña A.–I. L. C. interviene en nom-
bre y representación, como apoderada, de la referida sociedad vende-
dora; respecto de la citada representación, que la representante «hace uso 
para ello del poder especial para actos concretos, otorgado a su favor por 
el Órgano de Administración de la Sociedad “Construcciones López 
Pérez, S. L.”, autorizado en esta ciudad, por el Notario don José María 
Sánchez Llorente, el día 30 de junio de 2005, número 1713 de protocolo, 


